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El ministro de Hacienda, Mario Marcel,
calificó esta semana de “inusualmente severo”
el tono del último informe del Consejo Fiscal
Autónomo (CFA). En dicho informe, el orga-
nismo advierte sobre el “estrés fiscal perma-
nente” que enfrenta nuestro país hace un
tiempo, además de sugerir que las medidas
tomadas por el Gobierno son insuficientes. En
concreto, propone —entre otras cosas—
pausar la tramitación del decreto que poster-
ga la meta de déficit estructural. Esto último
irritó especialmente al ministro, pues, según
él, no le corresponde al CFA “dirigir las deci-
siones de política fiscal que competen a la
autoridad”. En otras palabras, el ministro
acusó al CFA de haber cruzado una línea
delicada al intervenir en decisiones que son
resorte de la instancia política.

¿Qué tan razonable es el enfado del minis-
tro? La cuestión es fundamental, y no debería
interesar solo a los economistas. Después de
todo, la salud de las finanzas públicas es un
elemento capital para nuestro futuro. Una
buena situación fiscal permite afrontar nues-
tras dificultades y responder a las inquietudes
sociales y, por el contrario, una mala situación
limita dramáticamente nuestras posibilidades
de acción colectiva. Para percatarse, basta
observar nuestros hospitales, o los problemas
vinculados a la gratuidad universitaria. Como
lo sabe cualquier familia, cuando no hay dine-
ro, y se pagan muchos intereses por la deuda,
todo se vuelve más difícil. Y estamos avanzan-
do raudamente en esa dirección. 

Las advertencias del CFA deben ser leídas
en este contexto: hace ya demasiados años
que los números son preocupantes, sin que
nadie se haya esforzado por corregir el rumbo.
Es cierto que el crecimiento económico se ha
estancado, y es cierto también que la pande-
mia obligó a gastar ingentes recursos para ir

en ayuda de los afectados. Sin embargo, eso
hace más urgente la prudencia: no volveremos
a crecer como en los años 90, y de seguro
volveremos a tener otras crisis. Tenemos que
ajustar nuestros gastos a la realidad. No hacer
nada implica hipotecar el futuro del país y,
sobre todo, cargar las espaldas de las futuras
generaciones con una deuda enorme. No solo
tendrán que hacerse cargo del calentamiento
global, de la baja natalidad y de un escenario
geopolítico amenazante: también deberán
pagar la cuenta de nuestros gastos. No parece
muy justo. 

Dado que el Estado posee inercias y, por lo
mismo, sus giros son extraordinariamente
lentos, el CFA afirma lo siguiente: nuestras
capacidades están llegando al límite y, si no
modificamos el rumbo cuanto antes, entrare-
mos en zona de riesgo. La advertencia puede
sonar dura, y su tono puede ser más o menos
severo, pero es menester decir que el CFA está
cumpliendo el más estricto de sus deberes. En
este sentido, quejarse por la forma del repro-
che es quedarse en la anécdota. Es un poco
como si nos quejáramos del vigía que grita al
avisar que el barco se va a estrellar. A mayor

abundamiento, el CFA viene señalando cosas
parecidas hace ya bastante tiempo sin que
nadie se haya dado por aludido y, por ese
motivo, se ve obligado a subir la voz. Por lo
demás, el Gobierno ha cometido errores siste-
máticos al calcular ingresos y egresos, y esos
errores siempre han sido a su favor. La conse-
cuencia es evidente: el vigía grita porque el
timonel se está tapando los oídos para no
escuchar. Al convertir el asunto en una refrie-
ga política más, el Ejecutivo busca ocultar la
profundidad del problema. Son fuegos artifi-
ciales para que olvidemos lo esencial. Es cierto
que la responsabilidad no recae solo en esta
administración —el deterioro tiene larga
trayectoria—, pero nada de eso quita que
tengamos que girar pronto si acaso queremos
evitar el peligro. De allí la sugerencia de pausar
el polémico decreto que posterga el ajuste. No
hace falta ser un genio para notar la razón de
esa postergación: el próximo gobierno dará las
explicaciones y pagará los costos asociados.

La función de un organismo autónomo es,
precisamente, decir aquello que resulta incó-
modo oír. Si alguien espera frases agradables
del CFA, no ha comprendido su naturaleza. Así

como la responsabilidad del Gobierno es con-
ducir la política económica, la responsabilidad
del Consejo es hablar fuerte y claro cuando esa
conducción pone en riesgo la salud de las
finanzas públicas. Si esto es plausible, la queja
del ministro no resulta atendible: el CFA no
pretende suplantar la autoridad, sino sugerir
vías de acción para hacernos cargo del proble-
ma que identifica, dado que el Gobierno se
resiste a enfrentarlo. La frase de Marcel ad-
quiere entonces otro sentido: se irrita porque
el CFA ha puesto el dedo en la llaga. Y le
duele. 

Una de las críticas históricas del Frente
Amplio a la Concertación tenía que ver con el
manejo económico. Según los más jóvenes, la
preocupación excesiva por la responsabilidad
fiscal era signo inequívoco de neoliberalismo.
En un principio, todos pensamos que el nom-
bramiento de Marcel implicaba una renuncia a
esa crítica: después de todo, él encarnaba
hasta la médula el rigor técnico de los 30 años.
Lo que no sabíamos era que el ministro aban-
donaría ese rigor para proteger a un gobierno
sin ninguna capacidad de gestión. Se trata,
quizás, del mayor triunfo del Frente Amplio. n
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Este viernes, a última hora, la Corte de
Apelaciones de Antofagasta ha declarado
ilegales las escuchas que se hicieron a las
comunicaciones de la psiquiatra Josefina
Huneeus, excónyuge de Alberto Larraín, el
principal imputado en el caso Procultura. La
ilegalidad alcanza a las conversaciones que
sostuvo con el Presidente y las sostenidas con
otras personas cercanas. La Corte ha dicho
que esas conversaciones “carecen de interés
criminalístico”, que fueron obtenidas ilegal-
mente y, en consecuencia, no pueden ser
esgrimidas como evidencia en un juicio.

¿Cuál es el alcance de ese fallo? ¿Hay que
aplaudirlo por la protección de la privacidad
que significa o abuchearlo porque entorpece la
investigación de un delito? ¿Habrá quizá que
callar y dejar de comentar las conversaciones
filtradas del Presidente con su psiquiatra?

Veamos.
El fallo, desde luego, revela un escrúpulo en

la protección de las comunicaciones que debe
ser aplaudido. La protección de las comunica-
ciones es fundamental para la individualidad.
Finalmente, esta última se configura por la
facultad que se reconoce a cada uno de decidir
qué aspecto de su vida o de su subjetividad
comunica y a quién. Una esfera protegida de
las comunicaciones es imprescindible para la
libertad personal en una sociedad abierta.
Esta es la razón, dicho sea de paso, de por qué
es también criticable que, si se autoriza inter-
ceptar las comunicaciones a propósito de un
delito, ello no debe ser ocasión para revisar
todas las comunicaciones y buscar con ánimo
inquisitivo otras que es lo que se ha hecho en

casos donde ha existido una amplia revisión de
conversaciones telefónicas (recuérdese cuando
se quiso imputar a la diputada Pérez por el
delito de aborto, sirviéndose de una comuni-
cación encontrada al azar). 

Así entonces, a la luz de este fallo, hubo en
este caso intromisión ilegítima y todo lo que se
obtuvo con ella puede ser considerado una
prueba ilícita.

Pero nada de eso significa que la prensa no
pueda comentar esas comunicaciones en lo
que ellas tienen de interés público. Lo que es
inadmisible en un proceso penal, no lo es
necesariamente en el foro de la opinión públi-
ca; lo que es ilegal como prueba en un juicio,
no es ilegal como antecedente en el debate
público; lo que es prueba ilícita, no es por ese
hecho una noticia ilícita; lo que un juez no
debe considerar, no es igual a lo que un perio-
dista no debe atender.

Y es que mientras en un juicio se trata de
condenar a alguien a una pena penal, en la
esfera de la opinión pública se trata de evaluar
todo aquello que posee interés público. ¿In-

cluye ello el contenido de conversaciones
incluso si fue obtenido ilícitamente? Por su-
puesto que sí, a condición de que quien las
haya obtenido no sea el periodista que las
divulga. Allí donde la ley prohíbe la intromi-
sión, no existe por ese solo hecho una prohibi-
ción de divulgar lo que se sabe y se juzga de
interés público. Hay que evitar el error (en el
que incluso algunos periodistas incurren) de
creer que las fronteras del proceso penal son
las fronteras de la opinión pública.

Así, entonces, el deber de la prensa, luego de
este fallo, se mantiene incólume en lo que
respecta al contenido de interés público de lo
que se ha sabido de las conversaciones del
Presidente. Y lo que se ha sabido merece un
análisis porque de esos diálogos telefónicos se
sigue que el Presidente no ha sabido separar del
todo el rol que se le ha confiado, por una parte,
de sus vínculos más bien personales con, entre
otras, su terapeuta y los variados detalles de
este caso, por la otra. La más básica distinción
entre los deberes del rol que se ejercita y los
vínculos personales que se tienen, según se

advierte en las conversaciones del Presidente,
se había disuelto casi del todo entre él y la
terapeuta, al extremo de que un rol tan rele-
vante como el de psiquiatra tratante se confun-
día, como si fuera la cosa más natural del
mundo, con la amistad (olvidando aquello de
que el terapeuta cobra justamente para recor-
dar al paciente que la suya no es amistad). Eso
es lo que hace especialmente sorprendente las
conversaciones del Presidente con su psiquiatra.
No es que en ellas exista un delito específico,
pero hay ahí algo igualmente grave: la incapa-
cidad de deslindar el rol de Presidente, y a la
vez paciente, con su terapeuta, y la incapacidad
de esta última de mantener la distancia con su
paciente, como lo prueba el hecho de que le
solicita empleo utilizando, objetivamente, el
vínculo transferencial que supone la terapia.

Así, entonces, solo cabe esperar que los
periodistas no se confundan luego de este fallo
y crean, erradamente, que lo que es ilícito en
el proceso penal o para el fiscal Cooper, es
también ilícito en la esfera del escrutinio
público o en el oficio periodístico. n
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Por estos días está saliendo a la
venta el libro “Enrique Correa, una
biografía sobre el poder”, biografía no
autorizada del exministro, escrita por
los periodistas Andrea Insunza y
Javier Ortega.

Sin embargo no será el único tra-
bajo sobre él que verá la luz este año.

El 1 de agosto Editorial Planeta
publicará las memorias —que lleva
varios meses preparando— narradas
en primera persona, de quien fuera
Secretario General de Gobierno de
Patricio Aylwin y ha destacado como
negociador y lobbista.

En el libro —que se arma a partir
de más de 80 horas de conversación
con el periodista Luis Álvarez y cuyo
título aún no se decide— Correa

profundiza en su vida, desde sus
orígenes en la política en la ciudad de
Ovalle, cuando era adolescente,
hasta su trayectoria como presidente
de la consultora Imaginacción.

Además, en varios capítulos
contará su experiencia en los años
previos al golpe de Estado de 1973,
su salida a la clandestinidad y su rol
en el retorno a la democracia.

También profundizará en su ges-
tión como ministro del presidente
Patricio Aylwin y en cómo fue su
tránsito hacia el lobby y las comuni-
caciones estratégicas.

El libro también relata sus vínculos
y conversaciones con la Iglesia
Católica y el mundo militar. Esto
último tanto por su experiencia como
ministro, teniendo como contraparte
un Ejército comandado por Augusto
Pinochet, como por su cercanía con
los generales que vinieron después,
como Juan Emilio Cheyre. 

Enrique Correa se tomará 
las librerías por partida doble

CUENTAN QUE

El exministro Enrique Correa.

El diputado de Renovación Nacional Diego Schalper fue recientemente nombrado como
vicepresidente ejecutivo de la International Democracy Union (IDU), alianza global de los
partidos de derecha “más importante del mundo”, según declaraciones del parlamentario,
la que alberga más de 80 colectividades, incluyendo el Partido Republicano, de Estados
Unidos, y el Partido Popular, de España. 

El abogado comenta que
Renovación Nacional es parte de
esa red, la misma que le pidió la
vicepresidencia. Algo, menciona,
“digno de destacar”, ya que el
abogado será el primer chileno en
la historia en ocupar ese cargo.

Schalper, también, fue invita-
do al cita de Jóvenes Líderes
Globales del Foro Económico
Mundial, junto a figuras como el
presidente de Ecuador, Daniel
Noboa. Explica que su designa-
ción lo “compromete a promover
la libertad, la solidaridad y la
democracia”.

DIPUTADO SCHALPER ES NOMBRADO
VICEPRESIDENTE EJECUTIVO DE LA IDU 

El diputado de RN Diego Schalper, junto a Step-
hen Harper, expresidente de Canadá y actual pre-
sidente de la IDU. 
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